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1.- VISTOS 

Procede la Sala a resolver la impugnación incoada por el accionante señor CARLOS RODRÍGUEZ CABALLERO, contra el fallo de tutela proferido por el señor Juez Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira el día veintidós (22) de junio del año que avanza, con motivo de la acción instaurada contra la Alcaldía de Pereira y el Departamento de Policía Risaralda. 

2.- DEMANDA 

Manifiesta el actor ser propietario de bien inmueble localizado en el sector de la antigua galería de esta ciudad, Carrera 9ª con Calle 14, conocido como “Calle del Cartucho”, que se ha convertido en punto de encuentro de la delincuencia e indigencia de la ciudad, lo que imposibilita el acceso a las propiedades allí ubicadas, con el consiguiente deterioro de las mismas. Señala como responsables de tal situación a la Administración Municipal y a la Policía Nacional, instituciones que han sido permisivas y han dejado de lado la recuperación del tejido humano que presenta problemas de drogadicción, expendio de estupefacientes, armas, alcoholismo y prostitución, entre otros.

Aduce que su predio ha sufrido daños graves que amenazan su estructura y que han sido ocasionados por la maquinaria pesada que está operando en la zona, para realizar una demolición la cual califica de arbitraria al no existir acto administrativo que la ordene. Considera además, que la Administración ha incurrido en conductas punibles como daño en bien ajeno, abuso de autoridad con acto arbitrario e injusto, y abuso de autoridad por omisión de denuncia.

Censura el actor que exista el empeño oficial en demoler las propiedades de quienes allí habitan y de contera, se haya dispuesto el desalojo de los habitantes del sector y el cese de cualquier actividad comercial, sin que se diseñaran políticas para la evacuación de los indigentes.

En su caso particular, se aclaró que consideraba violados sus derechos a la propiedad privada y a la seguridad.

3.- FALLO

Consideró el señor Juez de primer grado que eran tres los problemas planteados. El primero, si era competente en razón de la calidad de la Policía Nacional de ente del orden nacional desconcentrado por delegación, el segundo si la Alcaldía Municipal había violado el derecho a la propiedad privada del accionante; y, en tercer término, si el Comando del Departamento de Policía Risaralda había vulnerado la garantía a la seguridad pública del señor CARLOS RODRÍGUEZ CABALLERO.

Sobre el primer tópico, dijo que concordaba con los planteamientos del representante legal de la Policía Nacional, habida cuenta de ser los Juzgados con categoría de Circuito competentes para conocer de las acciones de tutela que se instauraran contra cualquier organismo o entidad del sector descentralizado por servicios del orden nacional, dentro de los cuales cabían los establecimientos públicos, las empresas industriales y comerciales del Estado y las Sociedades de Economía Mixta, mas no era posible ubicar a la Policía Nacional o Policía Departamental. Por ende, no era competente respecto de tal institución.

Sin embargo, estimó que la irregularidad advertida no generaba nulidad, para lo cual se fundamentó en jurisprudencia de la Corte Constitucional y por consiguiente, en aras de no dilatar el trámite tutelar decidió finiquitar el mismo mediante la decisión de fondo.

Respecto a lo segundo, estimó que el derecho a la propiedad privada, aparecía consagrado en el artículo 58 del texto constitucional, alejado de aquellos considerados como fundamentales e insertos en el Título II, Capítulo I, artículos 11 al 41. Dedujo entonces que no era procedente entonces su protección por vía de tutela, porque no aparecía ligado a uno de aquéllos, verbi gratia, el mínimo vital, en cuyo caso si era viable obrar en tal sentido.

Tuvo en cuenta también que las molestias que se referían en el sector de la antigua galería obedecían a trabajos emprendidos dentro de un macro proyecto de renovación urbana acometido por la Administración y que precisamente el mismo artículo 58 ya citado, establecía que por motivos de utilidad pública o interés social definidos por el legislador, podría haber expropiación mediante sentencia judicial e indemnización previa, destacando que la misma norma consagraba que el interés privado debía ceder al interés público. Pero además, atendiendo el dicho del accionante en cuanto que los trabajos realizados habían ocasionado daños a su inmueble, tal circunstancia hacía que la tutela fuera improcedente al tenor de lo dispuesto en el artículo 6º numeral 4º (daño consumado) del Decreto 2591 de 1991. Por ello, era la jurisdicción ordinaria civil donde se debía ventilar tal aspecto.

De todas maneras, conceptuó que por parte de la Administración no se había configurado vulneración alguna al derecho de propiedad en vista de la actividad desplegada en asocio de otras instituciones y empresas, tendiente a mantener el control, la vigilancia y la seguridad del sector.

En lo que hacía con el tercer interrogante, estimó que de conformidad con el artículo 218 constitucional el fin primordial de la Policía Nacional es el mantenimiento de las condiciones necesarias para el ejercicio de los derechos y libertades públicas, y para asegurar que los habitantes de Colombia, convivan en paz.

De lo consignado por el accionante, no se podía establecer de manera concreta, objetiva y precisa las circunstancias en que se violó el derecho a la seguridad. Así, era imposible para el Juez Constitucional dictar una medida protectora de la seguridad del actor debido a la generalidad, abstracción e intangibilidad de las exposiciones del señor RODRÍGUEZ CABALLERO y también, a que la labor de la Policía debía cubrir a toda la ciudad y no se podía circunscribir solamente a sectores deprimidos, máxime cuando de la respuesta suministrada por el apoderado de esa institución, se desprendía que no contaba con recursos humanos y logísticos para desarrollar una actividad de tal magnitud. No obstante, sí se hacían operativos frecuentes para contrarrestar actos delictivos y la presencia de indigentes.

Coligió entonces, que ninguna conducta omisiva se podía atribuir al Comando de la Policía en este Departamento.

Corolario, negó tanto las pretensiones del actor como la solicitud de nulidad solicitada por el apoderado del Comando del Departamento de Policía Risaralda.    

4.- IMPUGNACIÓN

El disenso del accionante radica en que la Administración no desvirtuó la vulneración del debido proceso ya que no contaba con acto alguno que permitiera adelantar la demolición y sólo se justificó con un concepto emitido por el Cuerpo Técnico de Investigaciones de la Fiscalía, lo cual no era cierto de conformidad con las constancias entregadas por tal organismo.

Insiste en que la Administración tampoco se pronunció de manera clara sobre la solución a los daños y deterioros ocasionados en las propiedades cuando los operadores de las máquinas utilizadas osada y deliberadamente decidieron irrumpir en propiedad privada, con la configuración en su concepto de la conducta punible de daño en bien ajeno, con anuencia de la administración municipal, a quien también endilga desidia y negligencia en la prestación del servicio de seguridad y salubridad públicas, lo que ha hecho que el sector se convierta en una “olla” con el consabido y obligado desalojo de los propietarios.

Considera así mismo que el derecho a la propiedad está unido al principio fundamental de la dignidad humana, consagrada como respuesta a la necesidad histórica de reaccionar contra la violencia, la arbitrariedad y la injusticia, en busca de un nuevo consenso que comprometiera todos los sectores en defensa y respeto de los derechos fundamentales.  

5.- SE CONSIDERA
5.1. Asunto previo 
No comparte la Sala la fundamentación del proveído respecto de la falta de competencia por ser el Comando del Departamento de Policía Risaralda, una de las instituciones accionadas. Sobre este punto, es necesario aclarar que los argumentos plasmados por el apoderado de esa institución, tienen perfecta aplicación en el campo de las acciones contencioso administrativas ventiladas en tal jurisdicción, pero en materia de tutela, las reglas del juego son diferentes y debe tenerse en cuenta fundamentalmente el tipo de derecho invocado y dónde se presenta la presunta vulneración del mismo.

No hay lugar a discusión alguna en cuanto a ser la Policía Nacional una entidad del orden nacional, sin embargo, como se sabe, no toda acción de Tutela dirigida contra un organismo de ese nivel tiene atribuida la competencia en los cuerpos colegiados de la judicatura, pues se exceptúan aquellos que tienen un funcionamiento descentralizado por servicios. 

Es necesario hacer la distinción entre aquellos actos que dependen del orden central y otros que permanecen en la esfera exclusiva de la autoridad departamental (competencia de los Jueces del Circuito), en nuestro caso del Comandante de Policía del Departamento del Risaralda. O dicho de otro modo, muy a pesar de ser una entidad que depende del sector central, existen actuaciones autónomas a nivel regional en las que para nada interfiere el Director Nacional de la Policía, y ellas, marcan la pauta para determinar la competencia en la Tutela. 

Piénsese por caso en el adelantamiento de un trámite disciplinario o de un traslado de funcionarios en cabeza del Comandante de la Policía Departamental, donde se debatiera la violación del fundamental derecho al debido proceso en perjuicio de uno de sus subalternos. Estaríamos ante un episodio del resorte exclusivo de la autoridad departamental y acerca del cual sobraría cualquier injerencia de parte del nivel central. En este y en tantos otros eventos de particular connotación, la condición de ente Nacional no juega papel alguno.

No sobra recordar, que para el caso de la Policía Nacional existe pluralidad normativa, pues rige tanto el Código Departamental de Policía como el Código Nacional de Policía, el primero de los cuales contiene normas de aplicación específica para cada circunscripción territorial tanto por parte del Comando Departamental como del Alcalde Municipal.
En el caso que nos ocupa, al referirse el debate a la falta de seguridad en un determinado sector de esta capital, es evidente que se trata de una acción policiva inherente a las funciones que se le han delegado al Comandante de la Policía en esta unidad territorial, y en ese entendido, es competencia exclusiva y excluyente de las autoridades locales en las cuales nada tiene que ver el orden central. 

Por ende, el trámite adelantado por el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, dada su categoría de Circuito, es perfectamente válido de conformidad con lo dispuesto en el decreto 1382 en su artículo 1º, por cuanto para estos efectos, el Departamento de Policía Risaralda, como su nombre lo indica, es una autoridad del orden departamental.

5.2.  Problema Jurídico

Se erige la acción de tutela como el mecanismo idóneo para lograr la efectiva protección de derechos fundamentales, cuando se evidencie su vulneración. Tarea primaria, en el actual asunto, será dilucidar si la situación a estudio presenta una connotación tal que amerite el amparo constitucional. 

5.3.  Solución al debate planteado

Parte central del asunto puesto a consideración del Juez Constitucional la constituye determinar si el derecho a la propiedad, en las condiciones en que se dice ha sido vulnerado, puede catalogarse como un derecho constitucional fundamental, por ello nos ocuparemos inicialmente de este trascendental tema.

El mencionarse la existencia de derechos de “aplicación inmediata” (es decir, que no requieren la expedición de una ley previa para su ejercicio -interpositio legislatoris-), no excluye de tenerse como fundamental alguno de los derechos mirados como de aplicación o desarrollo progresivo, o de carácter programático, pues aquella condición de ser “de aplicación inmediata” es sólo una de las especies a tener en consideración, sin que agote por sí sola el universo de los derechos fundamentales; y de allí que en la  sentencia T 406/92 se concluya que “el carácter fundamental no coincide con el de aplicación inmediata”; en consecuencia, “es necesario distinguir entre Derechos fundamentales de aplicación inmediata y derechos fundamentales que no son de aplicación inmediata”, con lo cual, corresponde a la jurisprudencia definir la naturaleza y alcance de los últimos, pues en los primeros el sujeto activo, el sujeto pasivo, el contenido y los atributos que le son propios, están fijados de manera inequívoca en la Constitución. 

El derecho de propiedad merece una consideración particular, pues no es de aplicación inmediata, ni en todos los casos se le puede tener como un derecho fundamental de aplicación progresiva. Como se sabe, a partir de la declaración francesa de 1789, ya se venía proclamando el derecho de propiedad como derecho fundamental; sin embargo, este entendimiento ha sufrido modificaciones sustanciales en el Constitucionalismo contemporáneo, con lo que puede llegar a afirmarse que ya no ostenta esa categoría. Eso ha ocurrido tanto en Colombia como en otras latitudes con similar desenvolvimiento jurisprudencial a la nuestra, es el caso Español en donde el derecho de propiedad no presenta la connotación de fundamental y la doctrina es prolija al respecto: 

Así lo asegura en forma expresa ZUGALDIA ESPINAR
, lo mismo que MAPELLI
 quien con respaldo en BASILE sostiene: “se trata de derechos que no son condición para la existencia del sistema social y económico, pero sí para su legitimación: Por estas razones la tutela del art. 53.2 CE no se extiende a instituciones del sistema económico -como la propiedad…-“; también RUBIO LLORENTE
 cuando dice: “…el derecho de propiedad. Expulsado de la Sección Primera del Capítulo Segundo del Título I, seguramente por la dificultad técnica de tutelarlo mediante el amparo, este derecho que antes solía ser entendido como base o poco menos de todos los demás, ha dejado de ser entre nosotros, desde el punto de vista técnico, un derecho fundamental”. De su parte, MARTÍN CUBAS
, trae a colación la STC 111/1983 -2 de diciembre- en donde se define como un “derecho debilitado”. Y, finalmente, BLANCA PASTOR
 quien nos dice que “el derecho a la propiedad privada es un derecho reconocido y protegido por la Constitución (art. 34), pero sin alcanzar el rango de fundamental”. 

Para el caso Colombiano, la situación no es diferente, porque siguiendo el criterio por conexidad, la doctrina Constitucional ha entendido que debe presentarse una relación directa entre la condición de propietario y la amenaza a otros derechos fundamentales compatibles en cabeza del titular (vida, salud, igualdad, libertad, intimidad, etc.) para que pueda operar la garantía. Surge así la relatividad de su fundamentalidad, como claramente se expone en sentencia T-125 de 1994, en los siguientes términos: “Si bien el carácter de fundamental del derecho a la propiedad privada es relativo, la Corte Constitucional ha reconocido que, en los casos en los que su desconocimiento conduzca a la vulneración de los derechos fundamentales a la vida, a la igualdad y a la dignidad humana, éste adquiere el carácter de derecho fundamental”.

Bien diciente es la Sentencia de Casación de Oct. 18 de 2000, rad. 13.164 M.P. Alvaro Orlando Pérez Pinzón, en donde se afirmó: “…el dinero no entraña iguales características, no constituye en sí un derecho fundamental, y por lo tanto, no goza de tan especial protección...”.

En conclusión, el derecho de propiedad no debe considerarse un derecho fundamental per se, sino por conexión con otros que le den ese realce, no obstante, sí se debe considerar como una garantía constitucional  al perseguir el aseguramiento de determinadas instituciones jurídicas (como también lo son la protección a la familia, o los derechos de asociación, etc.), cuya vulneración vicia de inconstitucionalidad cualquier ley y es a la vez una forma de limitar su ejercicio como derechos subjetivos. Se dice entonces v. gr. que el derecho de propiedad tiene un fin social, con lo cual se le da un condicionamiento. El hecho de ser garantía constitucional, no significa, se repite, que sea posible su protección por vía de tutela si no lleva aparejada la vulneración de otro derecho individual de mayor rango. 

Como en el caso presente, esa vulneración a otro derecho constitucional no se aprecia, es menester declarar infundada la pretensión en lo que hace al derecho a la propiedad impetrado por el accionante.

Aclarado lo anterior, de manera adicional considera la Sala que tal como lo estimó en su momento el señor fallador de primer grado, no se observa de lo aportado a la actuación que en verdad se hubiera configurado una vulneración a los derechos a la seguridad y a la propiedad, que permita al Juez en sede de tutela tomar cartas en el asunto.

No puede olvidarse que la acción de tutela constituye un mecanismo residual de protección de derechos y en ese entendido, no resulta viable cuando se disponga de otro medio de defensa judicial, como acontece en el presente evento. Las inquietudes que sobre el accionar de la administración local y de la Policía acantonada en este Departamento, deben ser objeto de definición por otras autoridades diferentes al Juez de Tutela. 

De manera particular, puede instaurar las respectivas acciones que contempla la jurisdicción Contencioso administrativa para la indemnización de los daños que dice se han causado, en especial, porque como se consigna en la providencia impugnada, se está frente a HECHOS CONSUMADOS; o incluso, podría eventualmente acudirse a las acciones populares consagradas en el artículo 88 de la Constitución Política, en cuanto al problema de seguridad se refiere por tratarse de un interés colectivo.

En esas condiciones, no es el mecanismo tutelar el adecuado para conseguir los fines que persigue el actor y por consiguiente, era imperioso declarar improcedente la tutela con lo cual se hace necesario convalidar el fallo impugnado.

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,  

FALLA

PRIMERO: SE CONFIRMA la sentencia de tutela proferida por el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira.

SEGUNDO: Una vez ejecutoriado el fallo, se remitirá el expediente a la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,
JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE     VICENTE RODRÍGUEZ FEO

HÉCTOR TABARES VÁSQUEZ

WILSON FREDY LÓPEZ

Secretario de la Sala
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